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Doctor

CARLOS ARTURO CARO ISAZA

Jefe de Planeación 

La Universidad

Ref. : Concepto jurídico solicitado por memo 016 del 25 de enero de 2006. Contratación parque temático. 

En los términos solicitados por su despacho en el memorando de la referencia, la secretaría general procede a rendirle el concepto jurídico pedido con base en el siguiente esquema:  

1. LA CONSULTA: Interesa saber la posibilidad jurídica de contratación directa de la Sociedad Colombiana de Arquitectos para la ejecución de los términos de referencia y desarrollo del concurso de arquitectura y paisajístico de la Fase I del Parque Temático de Flora y Fauna de Pereira, por un valor aproximado de doscientos setenta y dos millones de pesos. 

2. FUENTES DE LA INFORMACION: Para rendir el concepto solicitado se consultaron las siguientes fuentes: Ley 64 de 1978, por la cual se reglamenta el ejercicio de la ingeniería, arquitectura y profesiones afines; Decreto 2326 de 1995, reglamentario de la ley de contratación estatal o ley 80 de 1993 en cuanto a los concursos relacionados con arquitectura; Ley 30 de 1992, que regula la educación superior, Ley 80 de 1993 que regula la contratación del Estado; ley 996 de 2005 sobre garantías electorales; Estatuto de contratación y las demás normas  estatutarias que gobiernan la gestión de la Universidad Tecnológica de Pereira. 

3. ANALISIS DE LA INFORMACION: Para la Secretaría General resulta indispensable comenzar por precisar que la Ley 80 de 1993 llamado Estatuto de Contratación del Estado, no es aplicable a la universidad por ser ésta una institución jurídica de régimen especial con carácter de ente universitario autónomo del orden nacional, según las voces de la Constitución Política de Colombia (artículo 69) y la ley 30 de 1992. Por tal virtud, lo primero es aclarar que el régimen jurídico de contratación de la universidad es el derecho privado y está gobernado por las normas que la misma universidad, en ejercicio de su autonomía se ha dado para regular su actividad contractual. Por tanto, no siendo aplicable la ley 80 de 1993, tampoco resultarán aplicables los decretos reglamentarios de la referida ley por el simple hecho consecuencial de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Conviene entonces analizar si según la normatividad aplicable, resulta o no posible proceder a contratar directamente a la Sociedad a que se refiere la consulta, todo bajo el argumento de  dicha entidad es el “único organismo idóneo que adelanta en cada una de las regiones del país este tipo de gestión” según refiere la consulta. Para empezar, conviene poner de manifiesto que, en efecto, la  Sociedad Colombiana de Arquitectos es órgano consultivo del Gobierno Nacional en las materias relacionadas con el ejercicio profesional de la arquitectura en Colombia pero ello en manera puede significar que todo acto de contratación que implique el ejercicio de esa profesión quedó irremisiblemente referido al gremio que agrupa a estos profesionales pues ello conduciría al absurdo de sostener que el único habilitado para ejercer esa profesión es el gremio y no los respectivos profesionales lo cual sería abiertamente inconstitucional.  Por tanto, el carácter de órgano consultivo del Gobierno no habilita a esa sociedad como la única entidad con la cual se puedan contratar servicios profesionales asociados con el ejercicio de esa profesión. Ahora bien, las normas que se citan en la consulta, son claras en consagrar la posibilidad de contratar directamente a dicha sociedad como “Asesor” en los procesos de selección o contratación de estos servicios. Esto, no obstante, es una posibilidad y en modo alguno un mandato imperativo, dado que, si lo fuera, como se dijo, ello entrañaría una ostensible violación constitucional al ejercicio lícito de las profesiones.  Es más, pretender hacer creer que el gremio es el “único” podría eventualmente constituir una competencia desleal pues no parece adecuado que el gremio que agrupa a unos profesionales se anuncie como el único idóneo para realizar una cualquiera de las gestiones asociadas al ejercicio profesional de la respectiva profesión. Por tanto, a la luz de las normas internas de contratación vigentes en la universidad, debe adelantarse un proceso público de selección de estos servicios profesionales no siendo posible, en la actualidad y merced a la ley de garantías electorales adelantar contratación directa para estos servicios. 
4. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES: A modo de conclusiones y recomendaciones se formulan las siguientes: 
4.1. La Sociedad Colombiana de Arquitectos es órgano consultivbo del Gobierno Nacional en las materias relacionadas con el ejercicio de dicha profesión en el país.

4.2. El carácter anterior no significa en modo alguno,  que la única entidad con la que puedan contratarse servicios relacionados con el ejercicio de la arquitectura sea con la mencionada entidad gremial. 

4.3. El Gobierno Nacional puede contratar directamente a la mencionada sociedad como “asesor” en los procesos de selección o de contratación de este tipo de servicios profesionales. 

4.4. la Universidad, en ejercicio de su autonomía, se rige en materia de contratación por sus propias normas y la ley 80 de 1993 y sus normas reglamentarias no le son aplicables.

4.5. De conformidad con las normas internas de la universidad debe adelantarse un proceso de selección objetiva de este tipo de servicios, estando además prohibida la contratación directa en los días que corren por cuenta de la ley de garantías electorales. 

5. EFECTOS DEL PRESENTE CONCEPTO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 del C.C.A. el presente concepto no compromete la responsabilidad de la universidad por no ser de obligatorio cumplimiento. 
Dejo en los términos anteriores atendida la solicitud del señor Jefe de Planeación y sólo resta ofrecerle mi disposición de rendir las aclaraciones o ampliaciones que del presente escrito se deriven.

Hasta una próxima oportunidad.

CARLOS ALFONSO ZULUAGA ARANGO

Secretario General

c.a.z.a.

